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RESUMEN 
La reiterada ausencia de una acción política decidida en materia de protección de 
la legalidad urbanística ha dado lugar, entre otras patologías territoriales, a la 
proliferación en la Comunitat Valenciana de construcciones diseminadas ilegales 
en suelo no urbanizable (rustico) que algunas estimaciones sitúan en torno a las 
400.000 unidades. Les Corts Valencianes (parlamento regional) acaba de aprobar 
una profunda reforma de la Ley autonómica 5/2014, de Ordenación del Territorio, 
Urbanismo y Paisaje que, entre otras previsiones, incluye medidas para la 
eventual regularización de construcciones ilegales que cumplan determinados 
requisitos, además de la creación de una Agencia Valenciana de Protección del 
Territorio para velar por el cumplimiento de la legalidad urbanística e impedir que 
la inacción política pueda dar lugar a una nueva situación de desorden territorial 
con graves consecuencias para el medio ambiente.  
El análisis de ambas medidas constituye el objeto de esta ponencia. 

 
ABSTRACT  
The repeated absence of decisive political action in terms of protection of urban 
legality has led, among other territorial pathologies, to the proliferation in the 
Comunitat Valenciana of illegal disseminated constructions in undeveloped ground 
(rustic) that some estimates place around the 400,000 units. The Corts 
Valencianes (regional parliament) has just approved a profound reform of regional 
Law 5/2014, on Territorial Planning, Urban Planning and Landscape  that, among 
other provisions, includes measures for the eventual regularization of illegal 
constructions that meet certain requirements, in addition to the creation of a 
Valencian Agency for Territorial Protection to ensure compliance with urban law 
that prevents political inaction can lead to a new situation of territorial disorder with 
serious consequences for the environment. 
The analysis of both measures is the subject of this presentation 
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1. DISCIPLINA URBANÍSTICA Y SUELO NO URBANIZABLE  
 
La problemática de la acumulación de edificaciones diseminadas en el suelo no 
urbanizable tiene mucho que ver con la secular debilidad de unas 
administraciones municipales escasas de recursos, sin las capacidades técnicas 
necesarias, sobrepasadas por gastos derivados de la prestación de servicios 
impropios y, también en no pocas ocasiones, carentes de la necesaria voluntad 
para afrontar con decisión la responsabilidad que, con carácter de competencia 
propia, otorga a los municipios la legislación urbanística y de régimen local en 
materia de disciplina urbanística.      
 
Pero este desorden territorial y ambiental también tiene mucho que ver con la 
deliberada dejación de competencias por parte de las respectivas comunidades 
autónomas no sólo en orden a la prestación de asistencia y colaboración a los 
municipios en materia urbanística sino también para la asunción de competencias 
de protección de la legalidad urbanística por sustitución o subrogación cuando 
concurriese inactividad o negligencia de las administraciones municipales, tal y 
como se recoge en buena parte de las legislaciones autonómicas. 
 
Una dejación que resulta aún más grave si al suelo no urbanizable (SNU) nos 
referimos, en tanto que las regulaciones urbanísticas autonómicas suelen atribuir 
a las respectivas administraciones regionales, ya sea como competencia propia o 
compartida, la protección de la legalidad urbanística y el ejercicio de la potestad 
sancionadora cuando de determinadas infracciones en suelo no urbanizable se 
trata.     
 
Este es el caso de la vigente Ley 5/2014, de 25 de julio, de la Generalitat, de 
Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje de la Comunitat Valenciana 
(LOTUP), cuyos artículos 266, 267 y 268, regulan las competencias de los 
municipios, los supuestos de sustitución en las competencias municipales y las 
competencias de la Generalitat, respectivamente.  
 
A pesar de la existencia de estas previsiones,  se estima que la Comunitat 
Valenciana presenta un volumen próximo a las 400.000 edificaciones 
diseminadas en suelo no urbanizable, acumuladas en un proceso de ocupación 
ilegal y al margen de todo planeamiento iniciado en la década de los años sesenta 
del pasado siglo y acelerado en periodos expansivos como el de la reciente 
burbuja inmobiliaria.  
 
Una realidad que condujo a que la referida ley 5/2014 de la Generalitat,  
incorporase procedimientos específicos para una cierta regularización o, al menos 
reconocimiento, de estas situaciones con el principal propósito de minimizar el 
impacto ambiental de las edificaciones existentes.  
 
Las intervenciones irregulares en suelo no urbanizable son pues un importante 
problema urbanístico y ambiental, pero también jurídico y social, de carácter 
histórico en la Comunitat Valenciana, pero también en otros territorios del Estado 
español, siendo otro de los casos más llamativos el de Andalucía que, a través del 
Decreto 2/2012, de 30 de enero, por el que en desarrollo de la Ley 7/2002, de 17 
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de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía (LOUA), reguló el régimen 
de las edificaciones y asentamientos en suelo no urbanizable en la comunidad 
autónoma. Andalucía fue así pionera a la hora de hacer frente a la existencia de 
alrededor de edificaciones aisladas en SNU, estimadas en 250.000 y unas mil 
urbanizaciones en situación de ilegalidad por el propio gobierno regional, 
mediante la adopción de instrumentos normativos para la regularización de estas 
construcciones siempre que cumpliesen determinados requisitos.  
 
 
 

2. LOS DISEMINADOS EN LA NORMATIVA AUTONÓMICA: EL 
MODELO ANDALUZ Y EL MODELO VALENCIANO.  

 
1.1.  Coincidencias y peculiaridades de los dos modelos  

 
Tanto el citado Decreto andaluz de 2012, como la LOTUP valenciana de 2014 
distinguieron, con buen criterio, entre asentamientos urbanísticos o núcleos de 
viviendas consolidadas y edificaciones aisladas.   
 
En ambas regulaciones se prevé, aunque con algunas diferencias en atención a 
requisitos de  densidad, volumen de servicios, etc., que tanto los denominados 
asentamientos como núcleos de viviendas en SNU no protegido, pudiesen ser 
regularizados con el fin de minimizar su impacto territorial y ambiental mediante la 
incorporación del ámbito afectado –sin capacidad de ampliación alguna- a la 
ordenación urbanística municipal a través del Plan General o su revisión y los 
instrumentos de desarrollo necesarios para su urbanización, siempre que se 
asuman tal urbanización así como las cargas urbanísticas que les fuesen 
exigibles exclusivamente por los propietarios. Todo ello como condición previa 
para posteriormente proceder a la solicitud de la preceptiva licencia individual de 
legalización de cada una de las viviendas existentes.  
 
Un proceso para el que la regulación andaluza contemplaba más condiciones y 
variables, resultando en conjunto bastante menos permisiva que la diseñada en la 
LOTUP y sobre la que, en claro contraste con la evolución del caso valenciano, 
parece haber existido un cierto seguimiento en tanto que tras la entrada en vigor 
del Decreto 2/2012 se pudo verificar que numerosos municipios de Andalucía 
habían puesto en marcha los procedimientos de regularización de las 
edificaciones aisladas situadas en el suelo no urbanizable.   

Esta política andaluza de regularización de asentamientos ha proseguido en tanto 
que una vez constatada la existencia de ciertas dificultades que se pudieron 
observar a la hora de establecer la regularización de las edificaciones construidas 
al margen de la legalidad situadas en parcelaciones urbanísticas que no tenían la 
condición de asentamiento urbanístico, se arbitraron nuevas medidas legales con 
el fin de  paliar tales dificultades. Siendo este el objeto de la aprobación de la Ley 
6/2016, de 1 de agosto, que modificaba la referida LOUA de 2002, para la  
incorporación de medidas urgentes en relación con las edificaciones construidas 
sobre parcelaciones urbanísticas en suelo no urbanizable.  
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Una reforma legal cuyo objeto declarado fue la eliminación de la incertidumbre en 
la que se encontraban aquellas edificaciones y sus parcelas, extendiendo a éstas 
y solo a éstas la aplicación del plazo general de caducidad  de seis años contado 
desde la completa terminación de la actuación, para la acción administrativa para 
la protección de la legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico 
perturbado, sin perjuicio del mantenimiento de la inexistencia de limitación 
temporal para la adopción de medidas de restablecimiento del orden jurídico 
perturbado para las parcelaciones urbanísticas en SNU. 

Por lo que se refiere al tratamiento de las edificaciones aisladas, también la 
normativa andaluza era más elaborada y restrictiva que las previsiones de la 
LOTUP valenciana de 2014.  
 
La LOTUP se limitó en su disposición final segunda a una simple y genérica 
declaración de “asimilación” a las edificaciones con licencia de aquellas 
edificaciones aisladas en SNU, que hubiesen sido construidas y terminadas con 
anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 19/1975, de reforma de la Ley de 
Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (LRSOU). Siempre que mantuviesen el 
uso y las características tipológicas que tenían a la entrada en vigor de aquella ley 
y no se encontrasen en situación de ruina urbanística, extremos que habrán de 
ser certificados por el ayuntamiento respectivo. 
 
Una sorprendente asimilación incondicionada entre edificaciones en situación de 
ilegalidad, ya fuese ésta originaria o sobrevenida por cambios en el planeamiento, 
y aquellas nacidas con sujeción a las condiciones y limitaciones derivadas del 
planeamiento y con observancia de las obligaciones impuestas a sus promotores. 
En términos prácticos, una suerte de “amnistía urbanística” para todas las 
edificaciones concluidas antes del 25 de mayo de 1975, fecha de la entrada en 
vigor de la referida LRSOU, y decimos todas en tanto que la referida disposición 
adicional no distinguía a priori entre viviendas y edificaciones dedicadas a otros 
usos, ni tampoco en el hecho de que la edificación pudiese ubicarse en SNU 
común o protegido. 
 
Frente a esta simple y llana igualación entre edificaciones que nacieron con o sin 
licencia que llevaba a cabo la ley valenciana,  la regulación andaluza, inspirada en 
la línea jurisprudencial abierta por el Tribunal Supremo que exige diferenciar entre 
derechos de titulares de obras que han sido y son ilegales y aquellas que se 
realizaron al amparo de licencia pero devinieron ilegales después por modificación 
del planeamiento local (Sentencias de 15 de febrero de 1999, 20 de diciembre de 
2000 y 15 de noviembre de 2001, entre otras), incorporó una regulación 
específica, y mucho más elaborada jurídicamente, consistente en la declaración 
en situación de asimilación al régimen jurídico tradicional de “fuera de ordenación” 
(AFO) de aquellas edificaciones, construcciones e instalaciones para las que 
hubiese transcurrido el plazo de respuesta por parte de la administración para la 
protección de la legalidad urbanística y restauración del orden jurídico perturbado.  
 
Una declaración  que corresponderá a la administración municipal y que, sin 
suponer de manera directa una legalización, sirve para  autorizar la prestación de 
suministros básicos a la edificación, de forma análoga a la licencia de obra y de 
ocupación,  siempre que se cumplan las condiciones mínimas en materia de 
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seguridad, salubridad, habitabilidad y calidad de las construcciones y 
edificaciones. 
 
Una regularización que ni impediría la aplicación de los restantes aspectos del 
régimen propio de las edificaciones en situación de fuera de ordenación, de tal 
forma que tan sólo se podrían realizar obras de estricta reparación y 
conservación, en ningún caso de ampliación o consolidación, pudiéndose 
autorizar determinados servicios básicos y, de forma excepcional conexiones a 
determinados servicios por las compañías suministradoras. Todo ello con el fin de 
no alargar artificialmente la vida “natural” de la edificación en situación de 
ilegalidad urbanística “reconocida”, pero condenada en todo caso a su 
desaparición física como forma inexorable de restauración de la realidad física y 
jurídica alterada por su mera existencia. 
 
Siendo sin duda más elaborada y completa en términos jurídicos la respuesta de 
la legislación andaluza a la problemática de las edificaciones aisladas en el SNU, 
resulta destacable la introducción en el ordenamiento valenciano a través de la 
LOTUP de una sensible ampliación del plazo de caducidad para el ejercicio de la 
acción para ordenar la restauración de la legalidad urbanística, en el conjunto del 
suelo no urbanizable, de quince años contados desde la total terminación de las 
obras o desde que cesen los usos del suelo de que se trate, frente a la ampliación 
de cuatro a seis años incorporada al ordenamiento andaluz por la reforma de 
2012 operada en la LOUA.  
 
Si se contempla en ambas regulaciones y en términos muy similares, que los 
expresados límites temporales no resultarán aplicables a las actuaciones que se 
hubiesen ejecutado sobre terrenos calificados en el planeamiento como zonas 
verdes, viales, espacios libres o usos dotacionales públicos, terrenos o edificios 
que pertenezcan al dominio público o estén catalogados, como tampoco en el 
caso de  parcelaciones en suelo no urbanizable u otras actuaciones en SNU 
sujeto a protección; siendo inexistente la caducidad para el ejercicio de la referida 
acción de restauración de la legalidad respecto de tales actuaciones. 
 
1.2.  La originalidad de la nueva regulación valenciana para las viviendas 
aisladas en Suelo No Urbanizable  
 
La reciente reforma de la LOTUP operada por la Ley 1/2019, sin alterar los casos 
de “asimilación” a las edificaciones con licencia de aquellas edificaciones aisladas 
en SNU, construidas y terminadas con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 
19/1975, introduce importantes novedades al definir el régimen de las actuaciones 
de minimización del impacto territorial aplicable a los núcleos de viviendas y  
edificaciones aisladas en suelo no urbanizable construidas con posterioridad a 
aquella fecha que pasamos brevemente a examinar. 
 
1.1.1.  Actuaciones de minimización del impacto territorial generado por los 
núcleos de viviendas en el suelo no urbanizable  

La reforma mantiene, como era razonable,  la previsión de que sea a través del 
plan general estructural o su modificación, como se pueda delimitar como zonas 
urbanísticas en el suelo no urbanizable los núcleos de viviendas consolidados que 
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deban minimizar su impacto territorial, cuya implantación se haya efectuado al 
margen de los procesos formalizados de urbanización y edificación. 
Corresponderá su ordenación pormenorizada a un plan especial que deberá 
definir el perímetro exacto de la actuación, la red de servicios urbanísticos y, en 
su caso, las dotaciones públicas que fueran necesarias, las edificaciones 
existentes, así como las diferentes fases de ejecución de las obras de 
urbanización. La aprobación definitiva de este instrumento corresponderá en todo 
caso  al departamento autonómico competente, en tanto que corresponderá al 
respectivo ayuntamiento la selección del programa de actuación y la designación 
del urbanizador, además de la aprobación del correspondiente proyecto de 
urbanización. 

La reforma legal, deudora en buena medida de la filosofía que introdujo la figura 
del “agente urbanizador” que ha marcado el urbanismo valenciano desde 1994, 
una experiencia plagada de más sombras que luces,  establece que, salvo 
convenio acordado entre los propietarios que representen la mayoría de las 
parcelas edificables privativas resultantes y el ayuntamiento para la ejecución por 
la propiedad del desarrollo y ejecución de la actuación, esta se llevará a cabo por 
iniciativa pública, bien mediante gestión directa, bien mediante gestión indirecta a 
través de la selección de un urbanizador –lo que nos tememos que se constituirá 
en la práctica habitual-, de acuerdo a lo establecido la propia ley urbanística y en 
la legislación estatal de contratos del sector público. 

Importa destacar que la reforma incorpora la previsión de que únicamente puedan 
legalizar la obra y el uso residencial, a través de su inclusión en el ámbito de los 
instrumentos de planeamiento, las edificaciones completamente acabadas antes 
del 20 de agosto de 2014 (fecha de entrada en vigor de la propia LOTUP).  

La reforma contempla además algunas otras singularidades para la regularización 
de núcleos de viviendas en SNU: 

- En todo caso, para legalizar, a través del plan, edificaciones que se 
encuentren situadas en el suelo que goce de cualquier tipo de protección 
por sus especiales valores ambientales, o suelo que se encuentre afectado 
por limitaciones de uso específicas derivadas de la aplicación de la 
normativa sectorial de minas, costas, aguas, riesgo de inundación o 
infraestructuras, o por la existencia de actividades implantadas legalmente 
o en proceso de legalización, se deberá obtener informe previo vinculante 
de la administración sectorial con competencias en la respectiva materia 
afectada.  

-  

- Las parcelas no edificadas deberán quedar fuera del ámbito de la 
actuación. Si se incluyera alguna, esta permanecerá sin edificación en su 
uso agrario o forestal o será destinada a espacio libre, y en todo caso 
quedará exenta del pago de los costes de urbanización. 

-  
- Cuando el núcleo de viviendas consolidado objeto de la minimización de 

impacto territorial se encuentre en terreno forestal o colindante al mismo, 
se procurará la realización de las medidas que la legislación de prevención 
de incendios forestales establezca para las nuevas urbanizaciones, 
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edificaciones y usos. Previéndose en la reforma de la ley una dudosa 
exoneración de responsabilidad para la administración en caso de no 
realización por la propiedad de estas medidas en el supuesto de que se 
produjesen daños materiales como consecuencia de un incendio. 

-  
- En el supuesto de que el núcleo de viviendas consolidado objeto de la 

minimización de impacto territorial se encuentre en un área inundable y 
para las edificaciones ya existentes, la administración municipal que debe 
resolver el expediente de licencia individual de legalización de cada una de 
las viviendas exigirán la adopción de medidas de disminución de la 
vulnerabilidad y autoprotección en los términos de la legislación sectorial 
aplicable. 

-  
- En los dos casos anteriores, el promotor del programa de actuación deberá 

suscribir una declaración responsable en la que exprese claramente que 
conoce y asume el riesgo existente y las medidas de protección civil 
aplicables al caso, comprometiéndose a trasladar esa información a los 
posibles afectados, con independencia de las medidas complementarias 
que estime oportuno adoptar para su protección.  

-  
- Esta declaración responsable deberá estar integrada, en su caso, en la 

documentación del posterior expediente de licencia de obra o legalización. 
-  
- Por otra parte se prevé que la mera solicitud de inicio de la evaluación 

ambiental y territorial estratégica de cualquiera de los instrumentos de 
minimización de impactos regulados en este capítulo, implicará la 
suspensión de la tramitación de los expedientes de restablecimiento de la 
legalidad urbanística o de la ejecución de las resoluciones que recaigan 
sobre obras que puedan ampararse en los mismos. Quedando en 
suspenso, asimismo, los plazos de prescripción o caducidad de las 
acciones o procedimientos en ejecución o tramitación. 

Si, finalmente, no se produjese la aprobación del instrumento de planeamiento, 
decaería la posibilidad de alcanzar la legalización de las edificaciones a través del 
plan, debiendo preceptivamente dictarse y ejecutarse las medidas de protección 
de la legalidad urbanística y el restablecimiento del orden jurídico perturbado que, 
en cada caso, procedan. 

1.1.2.  Actuaciones de minimización del impacto territorial generado por viviendas 
diseminadas en el suelo no urbanizable  
 
Este novedoso procedimiento se concretaría, resumidamente, en las siguientes 
actuaciones: 
 

- Las personas propietarias de edificaciones residenciales que, por su 
ubicación alejada de cualquier núcleo de viviendas consolidado o 
semiconsolidado, no puedan integrarse en un plan especial como 
instrumento específico de ordenación pormenorizada de estas áreas,  
deberán solicitar la declaración de situación individualizada de 
minimización de impacto territorial. 
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- La declaración corresponderá el pleno del ayuntamiento respectivo y 

contendrá las condiciones edificatorias a que debe ajustarse la posterior 
licencia de legalización de la construcción. Así como las previsiones de 
demolición o adaptación de la edificación principal o elementos de la 
parcela que pudieran afectar gravemente al paisaje y al medio ambiente.  
 

- Esta declaración implicará la suspensión de la tramitación de los 
expedientes de restablecimiento de la legalidad urbanística que pudiesen 
estar tramitándose o de la ejecución de las resoluciones que recaigan 
sobre las edificaciones afectadas. La suspensión se extenderá también al 
cómputo de plazos de prescripción o caducidad de las acciones o 
procedimientos en ejecución o tramitación. 
 

- Una vez obtenida la declaración, la persona interesada habrá de solicitar 
una licencia de minimización de impacto territorial a la que habrá de 
adjuntar un estudio de integración paisajística, un análisis de las 
afectaciones y riesgos ambientales y las medidas correctoras propuestas 
para evitarlos, así como un proyecto básico donde se describa la situación 
de la edificación y las obras que resultasen necesarias para el 
cumplimiento de las obligaciones de dotación de servicios urbanísticos 
básicos que en el caso de viviendas aisladas se reducirán a una previsión 
suficiente de abastecimiento de agua potable, una adecuada gestión de los 
residuos y un tratamiento adecuado de las aguas residuales que impida la 
contaminación del suelo.  
 

- La solicitud deberá incorporar medidas de prevención de incendios 
forestales en caso de encontrarse la edificación en terreno forestal o 
contiguo a este e ir acompañada de una declaración responsable sobre el 
conocimiento de tal circunstancia, la asunción del riesgo existente y las 
medidas de protección civil aplicables a ese caso. Una fórmula que es 
extensiva a los supuestos de ubicación en área inundable. 
 

- La obtención de la licencia requerirá en determinadas circunstancias 
relacionadas con la ubicación de la edificación, de informes previos y 
vinculantes de las administraciones sectoriales con competencias en 
materia de protección civil, prevención del riesgo de inundaciones, 
urbanismo y paisaje. 
 

- La ejecución de las obras amparadas por la licencia deberá llevarse a cabo 
en un plazo máximo de cuatro años y en ese mismo plazo deberá 
solicitarse una licencia de ocupación con aportación del certificado final de 
ejecución de las obras de minimización de impactos, así como de los 
restantes documentos técnicos necesarios. 
 

Con todo, como instrumento complementario a este nueva regulación, y con la 
clara intención de impedir que pudiese volver a reproducirse en el SNU una 
acumulación de edificaciones como la sufrida en las últimas décadas, la reforma 
de la LOTUP de enero de 2019, será pionera entre los ordenamientos 
autonómicos en eliminar por completo la caducidad para el ejercicio de la acción 
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para ordenar la restauración de la legalidad urbanística y la reposición al estado 
anterior de estado básico del suelo no urbanizable, sin distinción entre protegido y 
común.   

 
3. ENTES INSTRUMENTALES PARA LA PROTECCIÓN DEL 

SUELO NO URBANIZABLE  
 
La disposición adicional tercera de la LOTUP preveía la posibilidad de creación de 
una Agencia de Protección del Territorio como organismo público  de naturaleza 
consorcial a la que correspondería el ejercicio de las competencias autonómicas 
en materia de disciplina urbanística y las que los municipios consorciados 
pudieran atribuirle en materia de disciplina urbanística en suelo no urbanizable, 
mediante su incorporación voluntaria al consorcio.  
 
Cuatro años y medio después, el decreto que habría de haber creado la esperada 
Agencia no ha visto la luz.   
 
Ha sido ahora con la Ley 1/2019 de reforma de la LOTUP cuando se ha producido 
la definitiva creación de la Agencia que aparece expresamente completamente 
regulada en cuanto a sus fines, organización y funcionamiento.    
 
La naturaleza de esta Agencia es la de una entidad de derecho público de 
naturaleza consorcial, con personalidad jurídica pública, patrimonio y tesorería 
propios y autonomía de gestión, para el ejercicio de las competencias 
autonómicas en materia de disciplina urbanística a la cual podrán atribuir los 
municipios que así lo acuerden sus competencias propias en materia de disciplina 
urbanística sobre suelo no urbanizable, mediante su adhesión al convenio marco 
que se redactará al efecto por la administración autonómica. 
 
El objeto de la Agencia será ejercer las potestades administrativas de disciplina  
urbanística respecto de infracciones graves o muy graves cometidas en suelo no  
urbanizable, común o protegido, en el territorio de los municipios que se adhieran 
al consorcio mediante la suscripción del convenio marco redactado a tal fin. Esto 
incluiría el ejercicio de las funciones de inspección, el inicio, tramitación, 
resolución y ejecución de los procedimientos de restauración de la legalidad 
urbanística, los procedimientos sancionadores urbanísticos y la impugnación de 
licencias municipales, presuntamente ilegales ante la jurisdicción contencioso 
administrativa.  
 
Siempre sin perjuicio del ejercicio, por parte de la Agencia, de las competencias 
ordinarias respecto de posibles ilícitos cometidos en suelo no urbanizable 
perteneciente a municipios de la Comunitat Valenciana aún no adheridos al 
consorcio, en el marco de las competencias atribuidas a la Generalitat Valenciana 
por la LOTUP.  
 
Conforme a las previsiones de la actual reforma y, a la vista la experiencia de 
inactividad que marcó el periodo anterior, la Nueva ley mandata que la Agencia 
esté en pleno funcionamiento en el plazo de un año desde la entrada su entrada 
en vigor. Y durante este plazo no se podrá aprobar ningún procedimiento de 
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minimización de impactos ambientales en suelo no urbanizable, hasta que no 
haya dado comienzo el funcionamiento efectivo de la Agencia Valenciana de 
Protección del Territorio.  

Asimismo, desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional y hasta 
que la Agencia Valenciana de Protección del Territorio comience a ejercer sus 
funciones, el departamento autonómico competente en materia de disciplina 
urbanística no impondrá ninguna multa coercitiva ni sanción a infractor alguno, 
cuyo expediente corresponda a una de las edificaciones que puedan incluirse en 
los procedimientos de minimización de impactos ambientales en suelo no 
urbanizable. Lo que entendemos que no debiera entenderse como la 
imposibilidad de incoar e instruir los expedientes que procedan, de tal forma que 
la suspensión tan solo afectaría a la resolución final. 

Con el nacimiento de esta Agencia, la Comunitat Valenciana pasaría a seguir los 
pasos de otros territorios que cuentan con entidades similares que vienen dando 
pruebas de utilidad como la Agencia de Protección de la legalidad Urbanística de 
Galicia, la Agencia de Protección del Medio Urbano y Natural de Canarias, la 
Agencia de Defensa del Territorio de Mallorca y el Consorcio para la Protección 
de la Legalidad Urbanística en Suelo Rústico de la isla de Menorca. 
 

4. A MODO DE CONCLUSIÓN PROVISIONAL 

La problemática de las edificaciones de uso residencia, ya sea formando núcleo o 
aisladas en el suelo no urbanizable en la Comunitat Valenciana y otros territorios 
no siempre ha derivado de la ausencia de regulación o de que le regulación fuese 
confusa sido más bien de la inactividad e ineficiencia total de las administraciones 
con competencias en materia disciplina urbanística. Ello sin entrar a considerar 
ahora otras implicaciones de orden penal por conductas asociadas a actividades 
urbanístico-territoriales. 
 
Y la cuestión estriba en que las soluciones que ahora se establecen vuelven a 
necesitar de la concurrencia de las  mismas administraciones, de lo que resulta la 
necesidad de recurrir a la creación de un organismo público con autonomía de 
gestión y dotado de la infraestructura suficiente para poder actuar, sin 
condicionamientos políticos ni de ninguna otra clase, para ejercer las funciones 
públicas propias  de la materia de disciplina urbanística. 
 
La experiencia acumulada en materia de edificaciones residenciales en suelo no 
urbanizable en otros territorios permite albergar cierta confianza en las 
posibilidades del conjunto de medidas contenidas en la reforma urbanística 
valenciana de enero de 2019. Un conjunto de soluciones jurídicas para actuar 
sobre realidades prexistentes que pueden encontrar en la supresión de la 
caducidad para el ejercicio de la acción para ordenar la restauración de la 
legalidad urbanística  en el suelo urbanizable, protegido o no, junto a la puesta en 
funcionamiento efectivo de la Agencia de Protección del Territorio los 
instrumentos para impedir que se reproduzca una dejación de competencias de   
graves consecuencias no solo territoriales y ambientales, sino también de carácter 
social y económico.  
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